Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 25 minutos.) 


- En nombre de los miembros de la Comisión de Hacienda, doy la bienvenida al ingeniero Agustín Aguerre, Presidente de la 
Administración Nacional de Puertos y al señor Roberto Suárez, asesor de la Presidencia, quienes han concurrido en el día de hoy 
para referirse al artículo 66 de la Ley de Reactivación Productiva, N* 17.555, aprobada hace muy poco tiempo en el Parlamento. 
Corresponde aclarar que esta norma ya ha sido analizada en esta Comisión, en oportunidad de recibir a otras delegaciones que 
han brindado sus opiniones al respecto. 


Sin duda, será para nosotros de mucho interés escuchar la posición de la Administración Nacional de Puertos, para lo cual damos 
la palabra al señor Presidente, ingeniero Agustín Aguerre. 


SEÑOR AGUERRE.- Es un gusto compartir con los señores Senadores esta reunión de trabajo sobre este tema que ha generado 
inquietud en los sectores involucrados, tras la aprobación del artículo 66 de la Ley N* 17.555. 


En primer lugar, permítaseme hacer referencia a cuestiones formales. He concurrido a esta Comisión porque he participado en la 
redacción de dicho artículo, mas no como Presidente de la Administración Nacional de Puertos, ya que esta norma fue creada por 
un grupo de gente con la que nos reunimos en la época en que se recibían las propuestas para elaborar la Ley de Rendición de 
Cuentas. Luego, este artículo fue derivado a la Ley de Reactivación Productiva. En aquel momento nos reunimos varias personas 
con el doctor Ramela, pero aclaro, nuevamente, que no concurrí como Presidente de la ANP. Por ese motivo, mis compañeros de 
Directorio, que no son responsables de este artículo, no me acompañan en el día de hoy. 


En segundo término, deseo indicar que esta norma refleja un largo reclamo de los sectores involucrados, exportadores e 
importadores, quienes, por un lado, se quejaban de los costos y, por otro, de la incertidumbre asociada al cobro de las tarifas por 
parte de las agencias marítimas. Fue así que, a iniciativa de ellos, presenté el tema ante ese grupo de trabajo. 


Para finalizar con las cuestiones formales, debo decir que no ha sido la norma patrocinar este tipo de artículos en forma individual. 
Siempre se ha mantenido el estilo de la consulta con todos los sectores involucrados. El vértigo que se vivía en aquellos días llevó 
a que esto resultara de esta manera. He pedido las excusas correspondientes a los representantes del Centro de Navegación y de 
las Agencias Marítimas, con quienes mantengo un fluido diálogo y excelentes relaciones. Por supuesto, también corresponde que 
presente mis excusas en este ámbito. 


Con respecto al fondo del artículo, deseo indicar que lo que se patrocinó desde el Poder Ejecutivo y luego se aprobó en el 
Parlamento, es una herramienta que le permite a aquél, con el asesoramiento de la ANP, fijar límites o topes, en las tarifas que 
cobran las agencias marítimas por sus servicios. Ojalá que no sea necesario usar este mecanismo y que el mercado se regule de 
tal manera que permita, claramente, marcar las tarifas que se cobren. Digo esto, porque una de las imputaciones que se hace a 
este artículo y a quienes participamos en su redacción, es que violenta el discurso o concepción liberal de la economía. Aclaro que 
me siento liberal y no creo que se afecte dicha concepción por patrocinar este artículo. Estimo que el mercado es un buen 
asignador de precios, pero hay que reconocer que en un mercado particularmente pequeño como el nuestro, las imperfecciones 
son mayores que las teorías. Entonces, es bueno que el Estado disponga de herramientas, para usarlas cuando sea necesario. Si 
me permiten, voy a citar un caso que me parece bastante gráfico al respecto y que refiere a otra ley que ha sido mencionada, por 
todos los sectores de la vida portuaria y logística, como ejemplo de una buena norma que ha generado resultados positivos en el 
país. Concretamente, me refiero a la Ley de Puertos, que hoy tiene 10 años de vigencia y significó una revolución en la vida 
portuaria. Esta ley admite que la ANP fije tarifas máximas a los operadores portuarios. Nadie se ha sentido mal por ello. Voy a citar 
un ejemplo de un hecho que aconteció en el correr del presente año y que marca la importancia de una herramienta, aún cuando 
no se la utilice. El año pasado funcionaban en la operativa portuaria tres empresas que prestaban servicios de remolque: una 
nacional, otra chilena y una tercera que, originalmente, había sido uruguaya y luego fue absorbida por capitales holandeses. Esta 
última cayó, según creo, a raíz de una sobreinversión en el sector y de una mayor oferta que demanda. Entonces, quedaron dos 
empresas e inmediatamente surgió la tentación de combinar estrategias o de transformarse en una única empresa. En atención a 
ello, ambas fueron convocadas por la ANP y se les dijo que no había lugar para un aumento de tarifas en el mercado y que, si ello 
ocurría, la propia Administración se vería obligada a utilizar la herramienta que la Ley de Puertos le confiere y las habilitaciones a 
esos operadores, a fin de regular las tarifas poniendo un tope. Después de esa conversación, y sin necesidad de utilizar la 
herramienta, los precios se mantuvieron en los mismos niveles a los que se encontraban operando en competencia, que tal vez 
eran bajos pero, de todos modos, las empresas se verían beneficiadas al poder acceder al mercado que tenía la tercera compañía. 
Por tanto, existió la herramienta, no hubo necesidad de usarla y el mercado se comportó tal como lo esperábamos. 


Creo que mediante el artículo 66 se busca contar con las herramientas y lograr claridad en el mercado. Hoy día los consignatarios 
de carga -los importadores y exportadores- no saben a ciencia cierta qué es lo que están pagando y, por ende, no pueden 
discriminar si ese precio es justo o elevado. Por lo tanto, me parece que vale la pena que este tema se aclare. 


Estas inquietudes no son nuevas, sino que son viejos reclamos de los exportadores e importadores. En el año 1999, la 
Administración Nacional de Puertos encargó la elaboración de un estudio general acerca de las tarifas de todo el pasaje de cargas 
a través del puerto, no sólo lo que involucraba a las tarifas públicas, sino también lo que cobraban los distintos agentes de esa 
cadena tan extensa. Dicho estudio fue realizado por la contadora Laura Palma y me voy a permitir leer algunos de sus pasajes para 
que se comprenda el origen de estas inquietudes que datan de hace varios años. Este informe de 1999, entre otras cosas, dice lo 
siguiente: "Las agencias marítimas cobran, por entregar o emitir los conocimientos de embarque de importación y exportación, una 
tarifa que ahora es denominada 'por proceso documentario” y anteriormente era conocida como “transferencia'. La tarifa es del 
orden de U$S 75 por contenedor, IVA incluido, en la importación, y U$S 45 en la exportación. El tránsito abona el 50% de la tarifa. 
El cobro de esta tarifa fue impuesta por las agencias marítimas agremiadas en el Centro de Navegación como forma de compensar 
las reducciones de sus ingresos, resultantes de las disminuciones en los valores de los fletes y, consiguientemente, de sus 


honorarios. Anteriormente, la transferencia se cobraba no por contenedor, sino por conocimiento de embarque, por lo que su 
incidencia era mucho menor para conocimientos que incluyen varios contenedores. El consignatario no está en condiciones de 
negociar esta tarifa, él no negoció en la mayoría de los casos el flete; y la línea y su agencia marítima le vinieron impuestas." En 
otro pasaje dice: "Resulta una verdadera constante en todos los consignatarios" -se refiere a importadores y exportadores- "el 
reclamar por la no pertinencia del cobro de esta tarifa. Sin embargo, curiosamente es un cargo que no está impuesto 
aparentemente por ninguna norma, sino que resulta esencialmente de distorsiones en el funcionamiento del mercado." Más 
adelante, continúa diciendo: "Por otra parte, las agencias marítimas carterizadas estarían haciendo uso de su poder de mercado 
derivado de la necesidad, en el caso del importador, de obtener en el original del BL, la constancia de 'Entréguese' para poder 
gestionar en la Dirección Nacional de Aduanas la documentación que habilita el retiro de la mercadería del recinto portuario y, en el 
caso del exportador, de obtener la documentación para gestionar la cobranza." 


Este es un largo informe que, en definitiva, concluye en que hay falta de claridad en los conceptos por los cuales se está cobrando. 
¿Cuál es el origen de esto? Creo que este es un punto que los propios agentes marítimos deberían estar interesados en aclarar. 


Las agencias marítimas cobran varios cargos que son para su propio funcionamiento y varios otros que son a cuenta de los 
armadores. Además, algunos han surgido en los últimos años sin demasiada explicación, como puede ser el BAF (Bunker 
Adjustment Factor) -que es una tarifa que refiere al precio de los combustibles- la emisión de conocimientos, o sea, el ElF 
(Equipment Investment Factor) -una tarifa que cobraba la agencia para el armador a los efectos de reembolsar los costos que le 
imponía un operador que había adquirido equipamiento- el ElS (Equipment Investment Surcharge) -que refiere a la compensación 
por sobrecostos de posicionamiento de contenedores vacíos- el CAF (Currency Adjustment Factor) -aplicable solamente a las 
importaciones de Europa por tipo de cambio- en fin, toda una serie de tarifas que los agentes cobran para los armadores u otros 
clientes y que hacen sentir a quienes las pagan que les están cobrando costos excesivos por los servicios. 


Lo que siempre he sostenido es que vale la pena obligar a los agentes marítimos a ser explícitos en las causas que motivan las 
tarifas que están cobrando. Si se hace un análisis más fino y se examinan las cifras que se están cobrando, se llega a la conclusión 
de que la mayor parte de las tarifas que cobran los agentes se reintegran a los armadores, o sea, a los dueños de los barcos. Por lo 
tanto, valdría la pena hacer un estudio de la porción que queda en poder de las agencias. En este momento, no estamos en 
condiciones de mostrar ese estudio, pero sí podemos dar algunos números en forma global. Si comparamos lo que cobra un 
agente, o sea, U$S 45 o U$S 75 -y esto va para la empresa- por un contenedor de importación o de exportación, con lo que cobra 
una terminal por realizar toda la operativa de llevar un contenedor desde el buque hasta el muelle -que en la actualidad oscila en 
los U$S 100- lo que implica disponer de equipamiento, personal e inversión, parecería que habría una desproporción entre ambos 
valores. Esto justifica que se siga estudiando el tema y, por eso, la ley no establece una tarifa máxima, sino que autoriza a que el 
Poder Ejecutivo las pueda fijar, con el asesoramiento de la Administración Nacional de Puertos a los efectos de detectar si las 
tarifas son o no excesivas. 


Este es el espíritu del artículo, que creo que es sano, y ojalá que la propia actuación de los agentes a partir de ahora lleve a que se 
pueda demostrar con claridad que están cobrando un justo precio por sus servicios. 


¿Qué se dice a este respecto? Que la herramienta ya existe y que no es necesario un nuevo artículo porque las normas que 
aseguran la competencia ya existen. Puede ser que sea así, pero ocurre que las normas actuales implican una denuncia, caso a 
caso, por cada uno de los que se sienten damnificados, y eso lleva a que un importador pequeño, que trae un contenedor o una 
parte de él, tenga que entablar una demanda contra una agencia marítima grande, cuando a veces el propio volumen de 
importación no justifica tales reclamos. Por ende, es razonable que la autoridad portuaria y el Poder Ejecutivo puedan establecer 
una regla de carácter general. 


Me parece que estos son los conceptos centrales de un artículo que ha generado mucha inquietud. Pienso que, en la medida en 
que se pueda demostrar que no se justifica, quedará en un artículo y no se elaborará una reglamentación posterior. 


SEÑOR HEBER.- Antes que nada, quiero pedir disculpas a los invitados porque algunos hemos llegado tarde y nos perdimos gran 
parte de la exposición. De modo que quizás nuestras preguntas refieran a algo que ya haya sido mencionado por el señor 
Presidente del organismo. 


Hay una preocupación generalizada en cuanto a bajar los costos de los servicios portuarios. No sé si el señor Presidente ha tenido 
oportunidad de leer la versión taquigráfica de la sesión pasada de esta Comisión, pero en esa ocasión se nos dijo que no hay un 
costo que deriva de los servicios que prestan las agencias marítimas. 


Luego tuvimos la presencia de la Unión de Exportadores en el seno de la Comisión en donde aspiramos que nos informaran los 
costos que supone exportar a nuestro país. Es una preocupación de varios señores Legisladores y partidos políticos tratar de 
abaratar o bajar los costos. Además, sabemos que el Poder Ejecutivo coincide en ese sentido, porque en la última ley de 
reactivación que se aprobó precisamente se establece la posibilidad de eliminar uno de esos costos que establecía el Banco de la 
República Oriental del Uruguay mediante certificados. Sin embargo, no podemos quedar ahí y nuestro discurso debe ser coherente 
con las señales que estamos dando, en el sentido de que el país crece en base a sus exportaciones. Por tanto, mal podemos estar 
generando costos en base a impuestos porque van en detrimento del discurso de incentivar las exportaciones. Sin perjuicio del 
material que nos va a alcanzar la Unión de Exportadores, de la revisión que vamos a hacer de la versión taquigráfica y de las 
palabras del señor Presidente de la Administración Nacional de Puertos, quisiéramos saber si hay algo más para hacer en el Puerto 
que signifique una baja de sus costos. Hacemos esta consulta porque ya hemos recibido información de lo que pueden ser los 
costos nacionales de las agencias marítimas y los internacionales del transporte. Entonces, creo que debemos empezar por casa. 


Insisto: quisiera saber si hay alguna idea o línea de trabajo que se nos pueda comunicar por parte del señor Presidente de la 
Administración Nacional de Puertos en ese sentido. Sé, además, que es preocupación del Directorio y de su Presidente el número 
alto de funcionarios públicos, pero de todos modos quisiéramos saber si hay alguna otra cosa en que podamos ayudar. 


SEÑOR AGUERRE.- Coincido con el señor Senador Heber en que la inquietud esencial es dar al Puerto de Montevideo mayor 
competitividad para posicionarlo como centro de distribución regional. Eso implica no sólo cuestiones de los beneficios que nos 
aporta la Ley de Puertos y el marco jurídico que impone, así como los aumentos de productividad que se han tenido en este año, 
sino también un tema de tarifas. Al final del día, quien decide la opción por un puerto lo hace también por temas de costos. 


En el Puerto ha habido una rebaja importante de los costos. Cabe aclarar que por costos portuarios se entiende tanto los públicos 
como los privados de toda la cadena y allí tenemos dos campos de acción. Por un lado, están los costos que surgen de 
Operaciones que se realizan en régimen de competencia. Los méritos de la competencia los vemos al cabo de este año con la 
concesión de la terminal de contenedores. Al cabo de un año de actividad de dicha terminal, las tarifas que se cobran a los 
armadores se han reducido en un 40% y la productividad ha aumentado un 50%. Asimismo, las dos terminales de contenedores 
han invertido sustancialmente en equipamiento y en el desarrollo de nuevas áreas. Creo que eso marcha bien. 


Además, está todo el otro campo de actores que imponen costos y no lo hacen en régimen de competencia. Empiezo por el 
Estado, la Administración Nacional de Puertos y otros actores del Estado que intervienen en la cadena de exportación e 
importación, tales como el LATU, el Banco de la República Oriental del Uruguay y ANSE, así como otros actores privados que 
actúan en régimen de competencia, como son los prácticos o algunas formas de operación que se hacen con algún tipo de acuerdo 
que no implica competencia. Si empezamos por lo más grande y luego vamos a los ejemplos menores de no competencia, 
tenemos que comenzar por los costos estatales. Allí la Administración Nacional de Puertos impone costos que todavía son 
importantes y que han venido reduciéndose en gran medida de 1992 a la fecha. A propósito, siempre he utilizado el siguiente 
ejemplo. Si la Administración Nacional de Puertos hubiera cobrado en 2001, con el movimiento que tuvo el Puerto, las tarifas que 
tenía cinco años antes, la recaudación hubiera sido de U$S 94:000.000 en lugar de U$S 45:000.000. Esto indica que, en promedio, 
las tarifas habían bajado hasta el año 2001 a menos de la mitad. Eso significa un gran esfuerzo, si bien aun insuficiente, pero hay 
más para hacer en ese campo. En ese sentido estamos comprometidos y trabajando. 


Hay otros costos de la Administración Pública que podrían no existir. El otro día tuvimos oportunidad de comparecer a una reunión 
en el ámbito de la Cámara de Representantes para analizar temas de ANSE y de sus funcionarios. Sobre el particular, debemos 
decir que ANSE fue suprimida y que se financiaba con un impuesto del dos y medio por mil a las importaciones que pasaban por el 
Puerto de Montevideo. Pese a que ANSE fue suprimida, el impuesto se ha mantenido, lo cual significa un costo, pero que además 
discrimina el pasaje de las operaciones logísticas por el Puerto de Montevideo en beneficio de otras cadenas que lo hacen por las 
fronteras secas del país, pues estas últimas no pagan dicho impuesto. Por tanto, creo que habría costos que se podrían eliminar 
dando al sistema mayor transparencia y, además, abaratando las importaciones y exportaciones. 


En fin, hay mucho para hacer en materia de costos. Por ejemplo, se ha avanzado mucho en materia de productividad, lo que es un 
mérito de los actores privados. El de las agencias, sin ser de los más voluminosos o de mayor incidencia en la cadena de costos - 
reconozcamos que así es y que, además, vienen asociados con los de fletes a las exportaciones del país, que también, en general, 
han venido disminuyendo- es un sistema donde vale la pena que se sepa mejor -en ese sentido hacíamos la presentación en el día 
de hoy y la referencia al artículo 66- por qué conceptos se está cobrando y que tengamos mejores posibilidades de actuar en un 
régimen para demostrar que también está en competencia. 


SEÑOR SANABRIA.- Dado que tenemos la presencia de las autoridades de la Administración Nacional de Puertos en esta 
Comisión, y en el marco de lo que se ha estado planteando hasta el momento, queremos expresar lo siguiente. 


Sentimos que el Puerto ha tenido una evolución impresionante, hecho que siempre tomo como ejemplo para señalar que el corazón 
de la economía del país es precisamente el Puerto. A veces los uruguayos vivimos bastante de espaldas al mar y al río, no sólo en 
los temas vinculados a la exportación, sino también con respecto a los de turismo y de servicios. Realmente se nota esa movilidad 
y nuevo tiempo del Puerto limpio, que ya ha empezado a generar la posibilidad habitacional de esa zona. Sin embargo, a los 
uruguayos a veces nos falta saber lo que nos está pasando y creo que en el Puerto está ocurriendo algo muy importante. Digo 
esto, porque a veces en la mañana veo esas filas de camiones o miles de contenedores con equipos electrógenos en la 
madrugada, que significan fuente de trabajo, exportación, divisas, en un momento especial para el país. En ese ámbito, mi 
pregunta apunta a algo que hemos manejado anteriormente vinculado fundamentalmente a la uniformidad del horario de los 
funcionarios públicos. Al respecto, quisiéramos saber qué opina el señor Presidente de la Administración Nacional de Puertos con 
relación a los trámites de exportación en general. Hace no mucho tiempo daba como ejemplo la dificultad que tiene el sistema 
bancario con los horarios nocturnos de Europa, fundamentalmente, pero también de Estados Unidos y de otros países, porque para 
confirmar una carta de crédito estamos hablando de 24 o de 48 horas cuando podría hacerse en tiempo real si esa oficina estuviera 
abierta en la madrugada. Decimos esto teniendo en cuenta que este es un país en el que sobran tantos funcionarios públicos. 


Insisto: quisiera conocer la opinión del señor Presidente de la Administración Nacional de Puertos en cuanto a la existencia de una 
oficina única, por lo menos en el último tramo de la exportación. Algunos exportadores nos han dicho que van hasta las 17 horas si 
entran con algún certificado, porque de lo contrario el barco se va. Hoy no es como antes, en que los barcos esperaban a completar 
carga para irse; hoy tienen los horarios contados. 


Deseo saber si no habría que incursionar en la necesidad, reitero, de una oficina única en el Puerto. 


Cuando digo oficina única me refiero, por ejemplo, a organismos como el Banco de la República, el Ministerio de Ganadería, 
Agricultura y Pesca y todas las demás oficinas que tienen que ver con la certificación para que el producto ingrese al Puerto. De 
pronto ese sistema puede generar que la mercadería tenga que estar uno o dos días más en el Puerto. Mi pregunta apunta, 
entonces, a que si eso fuera así, evidentemente, habría un campo de acción para simplificar los procedimientos y que el país esté 
más al servicio de la producción y de la exportación. 


A ese respecto, puedo decir que tengo conocimiento de que los puertos de Europa más conocidos tienen oficinas abiertas las 24 
horas e inclusive los servicios bancarios. 


Creo que la verdadera reforma que debemos llevar adelante se puede hacer en base a lo que ya tenemos y no significa otros 
costos, sino adaptar nuestra propia estructura para llegar a esa simplicidad que se practica hoy en el mundo en lo que tiene que ver 
con la exportación. En verdad, la exportación a nivel mundial, los países que han avanzado en ese terreno, han encontrado un 
mecanismo increíble de simplicidad, que hace que no sea necesario el trabajo de un ingeniero para certificar calidad o para mejorar 
un producto, sino el de abogados, contadores y asesores que instruyan acerca de los procedimientos para sacar la mercadería. 


Concretamente, me gustaría saber la opinión del señor Presidente del Puerto y si existe un campo de acción en ese terreno. 


SEÑOR AGUERRE.- Pienso que acá existe un buen ejemplo de lo que es la realidad y el mundo de los papeles. La Ley de Puertos 
obliga a que la gestión portuaria se realice 24 horas los 365 días del año y así ocurre en la práctica. De modo que los operadores y 
todas las ramas de la actividad portuaria están disponibles cuando hay demanda y llegan barcos cualquier día y cualquier mes ya 
que, reitero, se trabaja las 24 horas los 365 días del año. Sin embargo, como muy bien señala el señor Senador, no ocurre lo 
mismo con los papeles, con la gestión bancaria y con algunas actuaciones administrativas, lo cual muestra que lo esencial -que es 
la operativa, en definitiva, el objeto de todo ese trabajo- es subir y bajar los contenedores que el exportador venda a algún lugar del 
mundo y que no esté atado con el mundo de los papeles y de los trámites. En mi opinión, en ese sentido, todavía hay mucho para 
avanzar. 


En lo que refiere a los trámites estrictamente portuarios, el acceso y los controles de acceso al Puerto -por cierto, tema muy 
complejo- se ha avanzado mucho y en este mes de noviembre estaremos habilitando e inaugurando los nuevos accesos al Puerto, 
con una tecnología de punta que hace que sea el sistema de control de acceso más moderno del continente. Es más, en algunos 
módulos que ya están funcionando permite que el operador desde su escritorio haga el despacho aduanero, lo cual llega vía 
Internet al servidor central de los accesos del Puerto. Cuando el camión ingresa al Puerto, con la mera lectura de un código de 
barras, el sistema procesa la información, identifica si esa unidad está al día con los impuestos, hace una serie de verificaciones y 
decide si le abre o no la barrera. Eso funciona en tiempo real todos los días del año. 


Por otra parte, el Puerto también está terminando de instalar los sistemas de cobros y de pagos en tiempo real y por vía 
informática. De ese modo las transferencias entre cuentas se podrán hacer por esta vía lo que, obviamente, contribuye a que la 
operativa no se detenga por otras cuestiones accesorias. 


Por cierto, todavía tenemos la necesidad de que las exigencias que imponen algunos organismos públicos se coordinen en sus 
horarios y en sus velocidades. Lo mismo se requiere de parte de la operativa bancaria privada. 


Volviendo al tema del artículo 66 -esto lo digo sin pudor pues no trabajé en la mayor parte del proceso- pienso que toda la Ley de 
Puertos es un muy buen ejemplo para el país de aquellas transformaciones que se pueden lograr, que son muy importantes, que se 
concretaron rápidamente y que, a pesar de las calamidades que se anunciaron, produjeron un efecto fantástico. Precisamente, la 
Ley de Puertos cumplió diez años de vigencia, sin un día de puerto parado, cuando hasta el año 1992 la tasa era del 20% y el 
entonces Presidente Alvarez Mazza solía decir que en los últimos cinco años el Puerto había estado parado un año entero. De 
modo que la Ley de Puertos ha significado una transformación muy profunda y ha llevado a que desde 1992 a la fecha el Puerto 
creciera en su operativa a tasas promedio anuales del 12%. Tal vez este año sea necesario revisar esa Ley pero, sin duda, 
representa un muy buen hito de avance. 


Este proyecto contiene normas que permiten que el Estado intervenga en la fijación de tarifas máximas cuando el mercado se ha 
distorsionado. Esto es para los operadores portuarios. Los agentes marítimos no son operadores portuarios, pero el artículo 66 los 
equipara y les da potestades similares a las que la Ley de Puertos -que todos hemos elogiado- ya otorga a los operadores 
portuarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos mucho la presencia de los señores Aguerre y Suárez. 


Antes de despedirnos, pedimos disculpas por la demora en comenzar la sesión, pero se dio la coincidencia de que varios miembros 
de esta Comisión tenían problemas para llegar en hora. 


Sin duda las opiniones que han vertido son de suma utilidad para el tratamiento que se le ha venido dando, tanto en esta Comisión 
como en la Comisión de Transporte y Obras Públicas, al tema contenido en el artículo 66. 


SEÑOR BRAUSE.- Si me permite, señor Presidente, antes de finalizar esta sesión quisiera plantear una pregunta muy breve, a 
propósito de la última afirmación que hizo el señor Presidente del Puerto, relacionada con las facultades que a través del artículo 66 
se le concede al Poder Ejecutivo, las cuales son similares a las que la Ley de Puertos le otorgaba respecto de la fijación de topes 
máximos de precios a los operadores portuarios. Sabemos que el Poder Ejecutivo en los hechos ha fijado topes máximos a los 
operadores portuarios, pero nos gustaría saber si en la práctica hay ejemplos en los que los precios sean inferiores a los máximos 
establecidos. 


SEÑOR AGUERRE.- En efecto, hay diversas áreas de la operación portuaria donde se han fijado tarifas máximas y en otras no. 
Esto ha ocurrido esencialmente en las concesiones y, en general, las concesiones de depósitos portuarios tienen fijadas tarifas 
máximas que surgen de los propios pliegos de las licitaciones. Hoy por hoy el mercado marca que las tarifas que rigen a veces son 
bastante más bajas que las tarifas máximas impuestas por el contrato de concesión. 


También cabe destacar el ejemplo de la subastada terminal de contenedores, donde se fijaban tarifas máximas para diversos 
rubros para la operativa con contenedores y en un régimen de competencia con otras terminales se puede visualizar que los 
precios del mercado son sensiblemente más bajos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nuevamente agradecemos las opiniones vertidas. 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Es la hora 11 y 4 minutos) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


